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MEDIO DE CONTROL:           NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:            OLGA PATRICIA GALEANO MOSQUERA Y OTROS 
DEMANDADOS:             NACÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-SECRETARIA DE 

EDUCACION DEL CHOCO-ADMINISTRACCION TEMPORAL 
PARA EL SECTOR EDUCATIVO DEL CHOCO-DEPARTAMENTO 
DEL CHOCO  

 
1.- ASUNTO 
El Despacho procede a resolver sobre la admisión del medio de control de reparación 
directa incoado. 
 

ANTECEDENTES. 
 

La señora Olga Patricia Galeano Moreno y otros, en ejercicio del medio de control de 
Reparación Directa, a través de apoderado demanda que se declare a las entidades 
demandadas, responsable por los daños antijurídicos, que sufren la representada y su 
grupo familiar como consecuencia de la sanción disciplinaria - Inhabilidad General por 
el termino de 10 años – entidad Secretaria de Educación Departamento del Chocó. 

 
2.- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO. 
 

Problema jurídico 
  
Le corresponde al despacho determinar: i) cuál es el medio de control procedente para 
solicitar la indemnización de los perjuicios derivados del acto administrativo mediante 
el cual se sanciono disciplinariamente a la señora Alga Patricia Galeano Mosquera y ii) 
si la demanda se presentó o no dentro del término establecido en la ley. 
 
Procedencia excepcional del medio de control de reparación directa frente a los 
perjuicios causados por un acto administrativo. 
  
De conformidad con lo previsto en los artículos 135 a 148 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y la jurisprudencia del Consejo de 
Estado1, la escogencia de los medios de control en ejercicio de los cuales se deben 

                                                           
1 Al respecto, y en relación con los supuestos de procedencia de las acciones de reparación directa y de la de nulidad y 
restablecimiento del derecho esta Sala en providencia del 19 de julio de 2007, rad. 33.628, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, señaló: 
  
“Con la acción de reparación directa en los términos del artículo 86 del C.C.A. se busca la declaratoria de responsabilidad del Estado, 
cuando con un hecho, omisión, operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos 
públicos o cualquier otra causa, se ocasione un daño antijurídico que se le pueda imputar y, por ende, tiene el deber jurídico de 
indemnizar. Jurisprudencialmente se ha establecido, además, como la acción idónea para demandar la indemnización por el daño 
causado por el acto legal, cuando este rompe el principio de la igualdad frente a las cargas públicas. 
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tramitar los asuntos de conocimiento de esta jurisdicción no depende de la 
discrecionalidad del demandante, sino del origen del perjuicio alegado y del fin 
pretendido, al punto de que la nulidad y restablecimiento del derecho procede en 
aquellos eventos en los cuales los perjuicios alegados son consecuencia de un acto 
administrativo que se considera ilegal y la reparación directa en los casos en los que la 
causa de las pretensiones se encuentra en un hecho, omisión, operación administrativa 
o en un acto administrativo, siempre que no se cuestione su legalidad2 . 
 
La Sección Tercera también ha considerado que la reparación directa es la vía procesal 
adecuada para solicitar la indemnización de los perjuicios derivados de: i) un acto 
administrativo particular que no sea susceptible de control judicial por haber sido 
revocado en sede administrativa3; o ii) un acto administrativo de carácter general, 
previa declaratoria de nulidad y siempre que entre el daño y el acto general no medie 
uno de carácter subjetivo que pueda ser objeto de cuestionamiento en sede judicial4, lo 
que quiere decir que “si la causa directa del perjuicio no es el acto administrativo 
anulado, sino un acto administrativo particular expedido a su amparo, debe acudirse a la 
acción de nulidad y restablecimiento del derecho debido [a] que sólo a través de ella 
puede destruirse la presunción de ilegalidad que lo caracteriza”5 . 
  
Asimismo, ha señalado que este medio de control -reparación directas el mecanismo 
procesal idóneo para pedir el resarcimiento de los perjuicios derivados de la 
revocatoria de un acto particular o la nulidad de un acto administrativo de carácter 
general6. 
 
Acto administrativo causante de los perjuicios por los que se demanda 
  
En el caso concreto, la parte demandante afirmó que es la Resolución No. 03 del 20 de 
enero de 2012, proferida por la Directora de Control Interno de la Administración 
temporal para el Sector Educativo en el Departamento del Chocó, por medio de la cual 
se le declaro responsable disciplinariamente y se le sanciono con destitución del cargo 
e inhabilidad general y que, por ende, los perjuicios causados deben ser resarcidos. 
 
Medio de control procedente 
  
Pues bien, según lo indicado, la parte demandante pretende que se le indemnicen los 
perjuicios causados con la declaratoria de responsabilidad disciplinaria de la señora 
Olga Patricia Galeano Mosquera y las ordenes consecuentes que dicha declaratoria 
devino, por lo que el origen del daño es un acto particular que se considera contrario 
al ordenamiento y su finalidad, además del restablecimiento del orden jurídico, es la 
restitución de un derecho subjetivo y concreto a través del restablecimiento in natura 
y/o la indemnización de los daños causados. 
  

                                                           
“La acción de nulidad y restablecimiento del derecho, por su parte, es procedente cuando el daño proviene del acto administrativo 
ilegal y para lograr su reparación es menester que el juez declare su nulidad, porque solo entonces el daño causado por éste será 
antijurídico y comprometerá la responsabilidad patrimonial del Estado. Es decir, que siempre que exista un acto administrativo con el 
cual se afirma haber causado un perjuicio, y del cual se acusa su ilegalidad, ésta será la acción correcta”. 
 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 27 de abril de 2006, rad. 16.079, C.P. 
Ramiro Saavedra Becerra. 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 24 de agosto de 1998, rad. 13.685, C.P. 
Daniel Suárez Hernández. 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, auto de 15 de mayo de 2003, rad. 23.205, C.P. Alier 
Hernández Enríquez, y sentencia del 21 de marzo de 2012, rad. 21.986, C.P. Hernán Andrade Rincón. 
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 5 de julio de 2006, rad. 21.051, C.P. 
Ruth Stella Correa Palacio. 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 3 de abril de 2003, rad. 26.437, C.P. 
Mauricio Fajardo Gómez 
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Por lo anterior, la demanda ha de tramitarse a través del medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho, porque es este el idóneo para que “toda persona que se 
crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica [pueda] pedir 
que se declare la nulidad del acto administrativo particular […], se le restablezca el 
derecho y […] se le repare el daño”. 
  
Caducidad del medio de control 
  
Para garantizar la seguridad jurídica de los sujetos procesales, el legislador instituyó la 
figura de la caducidad como una sanción en los eventos en que determinadas acciones 
judiciales no se ejercen en un término específico. Las partes tienen la carga procesal de 
impulsar el litigio dentro del plazo fijado por la ley y de no hacerlo en tiempo, perderán 
la posibilidad de accionar ante la jurisdicción para hacer efectivo su derecho. 
  
Es así como el fenómeno procesal de la caducidad opera ipso iure o de pleno derecho, 
es decir que no admite renuncia, y el juez debe declararla de oficio cuando verifique la 
conducta inactiva del sujeto procesal llamado a interponer determinada acción judicial. 
La caducidad ha sido entendida como la extinción de la posibilidad de formular una 
pretensión por el transcurso del tiempo previamente fijado por la ley en forma objetiva. 
  
En lo que tiene que ver con la caducidad y más concretamente sobre el medio de control 
previsto para controvertir la nulidad de los actos administrativos e invocar el 
restablecimiento del derecho, el artículo 138 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, preceptúa -se resalta-: 
  

“Toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma 
jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o 
presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La 
nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo 
anterior. 
  
“Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el 
restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la 
reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la 
demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su 
publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el 
término anterior se contará a partir de la notificación de aquel”. 

 
De manera que, conforme a las normas antes transcritas, para que se declare la nulidad 
de un acto administrativo de carácter particular y se restablezca el derecho que se 
vulnera, el término de los cuatro meses para acceder a la justicia se cuenta a partir del 
día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del 
pronunciamiento, según el caso. 
 
Teniendo en cuenta que conforme se afirma en la demanda y se extrae de las pruebas 
allegadas, la demandante conoció de la sanción disciplinaria impuesta con ocasión al 
oficio del 2 de agosto de 2018 signado por el Representante Legal de la Fundación 
Amor y Vida por el Chocó, por lo que a partir del día siguiente inician a contabilizarse 
los cuatro meses que tenía el afectado para interponer la demanda de nulidad y 
restablecimiento del derecho. 
  
De conformidad con lo anterior, en el presente asunto el término de caducidad empezó 
a correr a partir del 3 de agosto de 2018, es decir que la demandante contaba hasta el 
3 de diciembre de 2018 para presentar la demanda de nulidad y restablecimiento del 
derecho, y como la demanda se interpuso hasta el 14 de enero de 2021, el despacho 
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concluye que operó el fenómeno jurídico de la caducidad. Por lo tanto, se impone el 
rechazo de la demanda por la caducidad de la acción. 
 
Ello en aplicación del artículo 169 del CPACA, que contempla las razones por las cuales 
el Juez de conocimiento puede rechazar la demanda, y se ordena la devolución de los 
anexos. Tales casos son los siguientes:  
 
1. Cuando hubiere operado la caducidad  
2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda dentro de la 
oportunidad legalmente establecida.  
3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial. 
 
Así las cosas, en el sub lite se configura entonces la causal de rechazo de la demanda 
enunciada en el numeral primero citado.  
 
Por lo anteriormente expuesto, el JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL 
CIRCUITO DE QUIBDO;  
 

RESUELVE 
 
Primero. - Rechazar la demanda por la caducidad de la acción, tal como se expuso en 
la parte motiva de la presente providencia.  
 
Segundo. - Devuélvase la demanda y sus anexos sin necesidad de desglose, dejando 
copia completa de la misma, los anexos y las actuaciones del Despacho, para el archivo.  
 
Tercero. - Ejecutoriada la presente providencia, archívese el expediente, previas las 
anotaciones de rigor. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
YUDY YINETH MORENO CORREA 
Juez  
 
 
 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE 
QUIBDO  

NOTIFICACIÓN POR ESTADO ELECTRÓNICO  
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico 
No._________. 
 
 De hoy, ____________________, a las 7:30 a.m.  
 

_______________________________  
KELLY LORENA MOSQUERA AGUILAR 

 Secretaria  


